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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 

MAYO 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024726  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 27 de mayo de 2022 10:32 h  

Materia(s): (Penal, Común)  

Tesis: 1a./J. 55/2022 (11a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO POR EVASIÓN DE LA JUSTICIA DE LA PARTE 
QUEJOSA. GENERA LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU 
CONTRA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: Una persona privada de la libertad y sujeta a un proceso penal acusatorio promovió amparo 
indirecto en contra de la resolución de un Juez de Control que negó la apertura de procedimiento 
abreviado debido a que el imputado y su defensa no estuvieron de acuerdo con la pena propuesta 
por el Ministerio Público; en el amparo también reclamó la inconstitucionalidad de las normas que 
regulan el procedimiento abreviado. El amparo se negó, por lo que se interpuso recurso de revisión. 
Durante el trámite del recurso de revisión, la parte quejosa se evadió del centro penitenciario en el 
que se encontraba recluida, por lo que el Juez de Control declaró la suspensión del proceso penal. 
 
Criterio jurídico: Si una persona imputada promueve amparo indirecto contra una determinación 
dictada dentro del proceso penal acusatorio (resolución que niega la apertura del procedimiento 
abreviado), pero con posterioridad se evade de la acción de la justicia y queda suspendido el proceso 
penal, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXII, de la Ley de 
Amparo. 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 27 DE MAYO AL 17 DE JUNIO DE 2022 
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Justificación: La causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXII, de la Ley de 
Amparo, se actualiza en los casos en los que si bien subsiste el acto reclamado no puede surtir efecto 
legal o material alguno por haber dejado de existir su objeto o materia, pues aunque se declarara la 
inconstitucionalidad del acto, jurídicamente sería imposible restituir a la parte quejosa en el goce 
del derecho que considere vulnerado, por lo que ningún efecto jurídico tendría la respectiva 
sentencia de concesión. El supuesto anterior se actualiza cuando en un amparo indirecto se reclama 
una resolución emitida en el proceso penal acusatorio por un Juez de Control en la que negó la 
apertura del procedimiento abreviado debido a que el imputado y su defensa no estuvieron de 
acuerdo con la pena propuesta por el Ministerio Público, pero dicho procedimiento penal se 
suspende porque la parte quejosa se evade del centro de reclusión en el que se encontraba interna, 
ello, porque la suspensión del proceso impide que la eventual concesión del amparo surta efectos 
legales o materiales. Además, porque la procedencia del amparo se justifica bajo el conocimiento 
de las condiciones actuales en que una eventual concesión tendrá el procedimiento del cual emana 
el acto reclamado. Por esta razón, no es posible considerar procedente el amparo bajo el argumento 
de que una vez que se reanude el procedimiento penal la eventual concesión surtirá efectos, en 
primer lugar, porque no se tiene conocimiento de cuándo ocurrirá y, en segundo lugar, porque 
tampoco se conocen cuáles son las circunstancias o condiciones en las que se reanudará el 
procedimiento. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 128/2020. 13 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Edwin Antony Pazol Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 55/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024699  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 27 de mayo de 2022 10:32 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 31/2022 (11a.)  
 
EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 1070 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, ADMITE SER INTERPRETADO CONFORME CON EL DERECHO DE AUDIENCIA, TUTELADO 
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POR EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL, EN EL SENTIDO DE QUE DEBE REALIZARSE UNA 
INVESTIGACIÓN MÁS AMPLIA PARA LOCALIZAR EL DOMICILIO DEL DEMANDADO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes interpretaron el segundo párrafo del 
artículo 1070 del Código de Comercio en relación con la procedencia del emplazamiento por edictos 
en un juicio mercantil, sosteniendo criterios distintos sobre la obligación de investigación previa del 
domicilio del demandado. Uno de ellos consideró que ese precepto, interpretado de manera 
conforme con el artículo 14 constitucional, no excluye la exigencia de que, previo a ordenar el 
emplazamiento por edictos, se giren oficios a diversas autoridades públicas o entes privados que 
cuenten con registros de domicilios de personas, a efecto de colmar un procedimiento de 
investigación del domicilio del demandado y corroborar que efectivamente se desconoce el mismo, 
para salvaguardar el derecho de audiencia de la parte demandada. El otro tribunal consideró que 
había que estarse a la literalidad de la norma, la cual es categórica, por lo que previo a ordenar el 
emplazamiento por medio de edictos, basta girar un oficio a una autoridad, ente público o privado 
con registro de domicilios de personas, por lo que no es exigible una investigación más exhaustiva. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
segundo párrafo del artículo 1070 del Código de Comercio sí admite ser interpretado a la luz del 
derecho de audiencia tutelado por el artículo 14 constitucional, en el sentido de que la previsión 
relativa a que "el juez ordenará recabar informe de una autoridad o una institución pública que 
cuente con registro oficial de personas, bastará el informe de una sola autoridad o institución para 
que proceda la notificación por edictos", constituye una obligación mínima que no impide ni excluye 
que las personas juzgadoras, como rectoras del proceso, privilegien la efectividad de ese derecho 
fundamental, por ende, que resulten obligados a realizar una investigación más exhaustiva, 
entendida como racionalmente suficiente, del domicilio del demandado, previo a ordenar un 
emplazamiento por edictos. 
 
Justificación: La Suprema Corte ha sostenido que el emplazamiento a juicio es la primera y más 
importante formalidad esencial del procedimiento, al ser precisamente el acto procesal por medio 
del cual se pone en conocimiento de la parte demandada la existencia de un juicio instado en su 
contra, del contenido de la demanda y de las consecuencias legales de no comparecer a contestarla; 
por tanto, la falta o deficiencia de esta formalidad genera la infracción procesal de mayor magnitud 
y de carácter más grave, pues coloca a la parte enjuiciada en total estado de indefensión. Lo anterior 
da cuenta de la importancia de que las juezas y los jueces mercantiles lleven a cabo una investigación 
que resulte razonablemente suficiente del domicilio del demandado en caso de que no haya podido 
localizarse en el que inicialmente hubiera proporcionado la parte actora o ésta manifieste 
desconocerlo, previo a que se ordene la notificación por edictos, ya que éste al ser un medio de 
notificación excepcional y de último recurso, se debe entender reservado únicamente para los casos 
en que tras un esfuerzo de búsqueda del domicilio correcto en el que pueda ser notificado 
personalmente el demandado, no sea posible ubicarlo, y por ende, se tenga certeza de esa 
imposibilidad. Ahora bien, es cierto que el artículo 1070, párrafo segundo, del Código de Comercio, 
en su literalidad sugiere que no sería exigible una investigación más amplia que el envío de un único 
oficio a una autoridad o institución que cuente con registro de personas, para que sea viable ordenar 
el emplazamiento por edictos; sin embargo, dicha norma debe ser interpretada en consonancia con 
el derecho de audiencia tutelado por el artículo 14 constitucional, para entender que allí sólo se 
alude a una obligación mínima, que no releva a las personas juzgadoras de hacer uso de su prudente 
arbitrio y facultades para mejor proveer, a efecto de indagar en forma suficiente sobre el domicilio 
del demandado, bajo un criterio cualitativo, antes de proceder a la notificación por edictos, por lo 
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que deberán determinar el envío de oficios a las autoridades o entidades que tengan bases de datos 
oficiales en las que sea más probable que toda persona se encuentre registrada, es decir, las más 
idóneas para la obtención de la información correspondiente al domicilio del demandado, y sólo en 
caso de que del resultado de dicha investigación se tenga certeza que el domicilio de la persona a 
notificar efectivamente es incierto o desconocido, entonces se procederá a notificar por medio de 
edictos, ello con la finalidad de dar seguridad jurídica al desarrollo del proceso y no vulnerar el 
derecho de audiencia y defensa del demandado; interpretación que resulta acorde a la referida 
norma constitucional y no contraviene el derecho a una justicia pronta y expedita, el cual, deberá 
ser garantizado por las y los juzgadores mediante el impulso eficiente que dé celeridad a la 
investigación, privilegiando así el conocimiento del demandado sobre la pretensión para el efectivo 
ejercicio de sus derechos y la actuación célere del proceso, a fin de lograr una operatividad eficiente 
de los derechos fundamentales de acceso a la jurisdicción pronta y expedita, de audiencia y de 
debido proceso, respecto de un acto procesal tan relevante como es el llamamiento a un juicio. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 1/2022. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Edemna Daniela Osorio Pacheco. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en La Paz, Baja California Sur, en auxilio del Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto 
Circuito, con residencia en La Paz, Baja California, al resolver el amparo en revisión 136/2020 
(cuaderno auxiliar 359/2021), en el que determinó que debía realizarse una interpretación del 
segundo párrafo del artículo 1070 del Código de Comercio que resultara conforme con el artículo 
14 constitucional y no quedarse en su literalidad, en esa labor, determinó que previo a ordenar el 
emplazamiento por edictos, se deben de girar oficios a diversas autoridades o entes públicos o 
privados que cuenten con registros de domicilios de personas, a efecto de investigar más 
exhaustivamente el domicilio del demandado y por lo tanto corroborar que efectivamente 
prevalece el desconocimiento del mismo. Lo anterior, dijo, con la finalidad de salvaguardar el 
derecho de audiencia de la parte demandada, ya que el emplazamiento a juicio es una formalidad 
esencial del procedimiento, incluso la que tiene mayor importancia al ser la primera notificación por 
la cual se tendrá conocimiento del juicio; y, 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 304/2011, el cual dio origen a la tesis aislada número III.2o.C.199 C (9a.), de 
rubro: "EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS EN EL JUICIO MERCANTIL. PARA ORDENARLO, BASTA EL 
INFORME DE UNA SOLA AUTORIDAD, POR LO QUE LA EFICACIA DE LA INVESTIGACIÓN PREVISTA POR 
EL ARTÍCULO 1070 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, RESPECTO DEL DOMICILIO DEL DEMANDADO, DEBE 
PARTIR DE UN CRITERIO CUALITATIVO, EN CUANTO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR LOS 
ENTES JURÍDICOS."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro V, febrero de 2012, Tomo 3, página 2281, con número de registro digital: 160314. 
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Tesis de jurisprudencia 31/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024698  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 27 de mayo de 2022 10:32 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 54/2022 (11a.)  
 
DERECHOS DE LAS AUDIENCIAS. LA ABROGACIÓN EN LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
Y RADIODIFUSIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONATORIAS Y DE IMPOSICIÓN DE MEDIDAS 
PRECAUTORIAS DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES (IFT), FRENTE A VIOLACIONES 
SOBRE ESTOS DERECHOS, CONSTITUYE UNA TRANSGRESIÓN AL DERECHO A SU DEFENSA. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto en contra del Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de octubre de dos mil 
diecisiete, al estimar que se vulneraba en su perjuicio su derecho humano a defender los derechos 
de las audiencias, así como el principio de progresividad de los derechos humanos, toda vez que se 
abrogó una serie de supuestos jurídicos que le permitían hacerlos justiciables y, en ese tenor, exigir 
la sanción de los concesionarios frente al incumplimiento de sus obligaciones en esa materia. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
abrogación de las facultades sancionatorias, así como la facultad de imposición de medidas 
precautorias, correspondientes al Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT), frente a 
violaciones o posibles violaciones, por parte de los concesionarios de radio y televisión sobre los 
derechos de las audiencias, constituye una violación al derecho a la defensa de las audiencias, es 
decir, a la defensa de los derechos de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones y 
radiodifusión. 
 
Justificación: Ello, pues mediante la abrogación de facultades sancionatorias y de aplicación de 
medidas precautorias, así como con la limitación de facultades de vigilancia en materia de los 
derechos de las audiencias, correspondientes al Instituto Federal de Telecomunicaciones, se 
actualiza un retroceso en el grado de protección y garantía del derecho a la defensa de los derechos 
de las audiencias, así como en el de protección alcanzado sobre los derechos de las mismas, esto es, 
sobre la libertad de expresión y el acceso a la información dentro de este sector; mismos que 
constituyen derechos humanos cuyo ejercicio, protección y garantía son esenciales para la 
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consolidación del régimen democrático del Estado Mexicano y que, por tanto, merecen protección 
reforzada. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 1031/2019. Centro de Litigio Estratégico para la Defensa de los Derechos 
Humanos, A.C. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, por consideraciones 
adicionales, y reservó su derecho para formular voto concurrente, en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto 
concurrente, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes formularon voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 54/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024694  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 27 de mayo de 2022 10:32 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. XXI/2022 (10a.)  
 
CARTA DE RECHAZO DE LA COBERTURA DE UN SEGURO DE GASTOS MÉDICOS MAYORES EN FAVOR 
DEL HIJO O HIJA RECIÉN NACIDA DE LA PERSONA ASEGURADA. NO SE ACTUALIZA UNA CAUSA 
NOTORIA NI MANIFIESTA DE IMPROCEDENCIA CUANDO SE PROMUEVE JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO EN SU CONTRA, PUES EXISTE LA POSIBILIDAD DE QUE SE TRATE DE UN ACTO 
EQUIPARABLE A UNO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, POR ESTAR 
INMERSO EL DERECHO A LA SALUD, EN CONDICIONES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
Hechos: Un niño recién nacido con Trisomía 21 (síndrome de Down) solicitó, a través de su padre, a 
una compañía aseguradora, su inclusión en la póliza del seguro de gastos médicos mayores 
contratada a favor de su madre, en términos de las cláusulas generales del propio contrato de 
seguro. En el contrato se estableció que se cubrirían desde el primer día de nacido, los gastos por 
los tratamientos médicos y quirúrgicos del hijo o hija, sus padecimientos genéticos y congénitos, así 
como accidentes, enfermedades o padecimientos ocurridos a partir del nacimiento, siempre que se 
realizara la solicitud de alta y se pasara por el proceso de selección. La compañía aseguradora 
rechazó lo solicitado con sustento en que el niño presentaba bajo peso y padecimientos sistémicos. 
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Contra ello, el padre, en representación de su hijo, promovió amparo indirecto, en el que argumentó 
que el verdadero motivo del rechazo fue la condición individual de su hijo, por ser una persona con 
discapacidad. Esta demanda fue desechada bajo la consideración de que la aseguradora carece del 
carácter de autoridad para efectos del juicio de amparo. En desacuerdo con esta determinación, el 
padre, en representación de su hijo, interpuso recurso de queja, el cual fue atraído por esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: El rechazo en la expedición de una póliza de seguro de gastos médicos mayores en 
favor del hijo o hija recién nacida de la persona asegurada, en términos de lo dispuesto en las 
cláusulas generales del contrato, no actualiza una causa notoria ni manifiesta de improcedencia del 
juicio de amparo, pues no existe plena certeza de que la actuación de la aseguradora se haya 
limitado al ámbito de lo privado, dado que uno de los bienes jurídicamente protegidos es el derecho 
a la salud, en condiciones de igualdad y no discriminación, cuya tutela corresponde, en principio, al 
Estado. De tal suerte que la actuación de la compañía aseguradora sí puede llegar a situarla en una 
posición equivalente al de una autoridad para efectos del juicio de amparo, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 5o., fracción II, segundo párrafo, de la Ley de Amparo. 
 
Justificación: El sustrato del concepto de autoridad para efectos del juicio de amparo es el principio 
de intervención pública, entendido como aquel que permite a un acto específico ser atribuido al 
ordenamiento jurídico, investido con la fuerza de ser impuesto de manera unilateral y que, por lo 
tanto, puede tener consecuencias jurídicas sin que su actuación requiera la autorización previa del 
afectado o la anuencia de un órgano judicial. En este sentido, no es notoria ni manifiesta la 
improcedencia de la acción de amparo indirecto contra la carta de rechazo a que el caso se refiere, 
pues no existe plena certeza de que la actuación de la aseguradora se haya limitado al ámbito de lo 
privado, tomando en cuenta que si bien, en principio, dicho acto tiene sustento en el derecho a la 
libertad de contratación y autonomía de la voluntad de dicha persona moral, también lo es que su 
actividad es desarrollada en ejercicio de una autorización especial conferida por el Estado en 
términos del artículo 25 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, donde uno de los bienes 
jurídicos protegidos mediante la celebración de los contratos de seguros de gastos médicos mayores 
es el derecho a la salud de las personas, el cual constituye un valor tutelado tanto en la Constitución 
Política del país como en los tratados internacionales. Además, el ejercicio de esa facultad de 
rechazo podría configurar el desarrollo de una función pública, en la medida que la materialidad de 
esa acción está vinculada con una obligación cuyo derecho correlativo es una de las prestaciones 
nucleares del derecho social, responsabilidad del Estado Mexicano: el respeto al derecho a la 
igualdad y no discriminación en la contratación de un seguro de gastos médicos mayores; 
particularmente cuando se trata de personas con discapacidad. Ello, pues si bien las compañías 
aseguradoras están facultadas para rechazar la contratación de pólizas de seguros, en pleno 
ejercicio de la autonomía de su voluntad, lo cierto es que también llevan a cabo la materialización 
de una política pública que las constriñe a actuar en un sentido concreto, sobre todo porque 
desarrollan de manera indirecta una actividad que es propia del Estado, consistente en garantizar 
el derecho a la salud de las personas, en condiciones de igualdad y no discriminación, de tal forma 
que el rechazo de la póliza no puede estar sustentado en la existencia de una discapacidad de la 
persona beneficiaria del seguro. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Queja 40/2020. 10 de marzo de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
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concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra 
Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2022 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 

JUNIO 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024767  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XVI/2022 (11a.)  
 
VIDEOGRABACIONES GENERADAS EN UN CENTRO DE MONITOREO DE SEGURIDAD PÚBLICA. LA 
POLICÍA NO TIENE FACULTAD PARA RECABARLAS A FIN DE SUSTENTAR LA PUESTA A DISPOSICIÓN 
DEL INCULPADO, SIN AUTORIZACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 
Hechos: Un policía reportó que observó en tiempo real, a través de cámaras de vigilancia de un 
centro de monitoreo de seguridad pública, la comisión de hechos probablemente constitutivos de 
delito por parte de otro policía; sus superiores solicitaron que se extrajera del sistema informático 
la videograbación respectiva, la observaron y ordenaron la presentación del implicado; por lo que 
al terminar su turno fue trasladado a unas oficinas de la policía para que rindiera su parte 
informativo y, posteriormente, fue puesto a disposición del Ministerio Público junto con la 
videograbación. Seguido el cauce legal correspondiente el inconforme promovió juicio de amparo 
directo, en el que planteó que el acto reclamado transgredió los artículos 16 y 21 constitucionales. 
El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo al considerar que los preceptos 
aludidos deben interpretarse en el sentido de que la recolección de una videograbación generada 
en un centro de monitoreo de seguridad pública no requiere orden del Ministerio Público, ni el 
tiempo que el implicado esté retenido con motivo de su obtención y análisis constituye una 
transgresión a su derecho a ser presentado sin demora ante la Representación Social cuando tales 
acciones tengan como finalidad sustentar una puesta a disposición. Inconforme con esa 
determinación interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en el 
supuesto en que la comisión de un delito se advierta en tiempo real a través de las cámaras de 
vigilancia de algún centro de monitoreo de seguridad pública y, por ende, se logre la detención en 
flagrancia del implicado, no puede entenderse que la policía tiene facultad para recabar por sí 
misma, sin orden del Ministerio Público, las videograbaciones respectivas para sustentar su puesta 
a disposición, ni que la obtención y análisis de esas videograbaciones constituyen un motivo 
razonable que imposibilita la puesta a disposición inmediata de la persona detenida ante la 
Representación Social. 
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Justificación: El artículo 21, párrafo primero, constitucional establece que corresponde al Ministerio 
Público la investigación de los delitos, así como que esta función también la ejercerá la policía, pero 
bajo la conducción y el mando de aquél. Este imperativo constitucional restringe el parámetro de 
intervención de la policía y aporta un fuerte contenido de seguridad jurídica para las personas en el 
sentido de que la policía no tiene autorización, en términos constitucionales, para actuar 
arbitrariamente; en especial, tratándose de la detención por la comisión de un delito en flagrancia, 
pues implica que una vez lograda la detención en ningún caso está facultada para realizar acciones 
relacionadas con la investigación del delito sin autorización del Ministerio Público; por el contrario, 
en términos del artículo 16 constitucional tiene la obligación de poner inmediatamente al detenido 
a su disposición. Este ámbito restringido de actuación de la policía y el mandato de puesta a 
disposición inmediata, tienen una íntima relación operativa y comparten el mismo objetivo 
constitucional: que la detención en flagrancia materialmente constituya una verdadera excepción a 
la afectación del derecho humano a la libertad personal. Aun cuando la actuación de la policía 
adquiere una particular trascendencia, pues constituye fuente directa de información en relación 
con las circunstancias que se desarrollaron como parte de su actuación y, por ende, por regla 
general, por sí misma puede resguardar los indicios, instrumentos, objetos o productos del delito 
que haya encontrado en el lugar de los hechos, en el momento mismo de cometerse el delito, o 
bien, inmediatamente después de cometido, durante su persecución ininterrumpida; fuera de esos 
supuestos, necesariamente su actuación deberá entenderse como una diligencia para la 
investigación y persecución del delito que tiene que estar precedida, supervisada y supeditada a las 
órdenes del Ministerio Público. Las videograbaciones no son algún indicio, instrumento, objeto o 
producto del delito que hayan encontrado los aprehensores en el contexto indicado, sino que se 
generan de manera permanente en una base de datos de la cual es necesario que se extraigan, por 
lo que su obtención y análisis constituyen una diligencia efectuada para la investigación y 
persecución del delito que requiere instrucción ministerial, de manera que no puede entenderse 
como un motivo razonable que imposibilite la puesta a disposición inmediata de los detenidos, dado 
que no tiene origen en un impedimento fáctico real y comprobable que sea compatible con las 
facultades estrictamente concedidas a la policía. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 5661/2019. 26 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en 
la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se aparta 
de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo Monterrosas Castorena. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024749  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XV/2022 (11a.)  
 
DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. REQUISITOS PARA QUE SE ACTUALICE CUANDO LA POLICÍA 
ADVIERTE HECHOS DELICTIVOS POR MEDIO DE CÁMARAS DE VIGILANCIA DE UN CENTRO DE 
MONITOREO DE SEGURIDAD PÚBLICA. 
 
Hechos: Un policía reportó que observó en tiempo real, a través de cámaras de vigilancia de un 
centro de monitoreo de seguridad pública, la comisión de hechos probablemente constitutivos de 
delito por parte de otro policía; sus superiores solicitaron que se extrajera del sistema informático 
la videograbación respectiva, la observaron y ordenaron la presentación del implicado; por lo que 
al terminar su turno fue trasladado a unas oficinas de la policía para que rindiera su parte 
informativo y, posteriormente, fue puesto a disposición del Ministerio Público. Seguido el cauce 
legal correspondiente el inconforme promovió juicio de amparo directo, en el cual el Tribunal 
Colegiado de Circuito interpretó el artículo 16 constitucional para sostener que su detención fue en 
flagrancia. Inconforme con esa determinación interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para 
que se actualice una detención en flagrancia en los supuestos en que se advierta la comisión del 
delito a través de cámaras de vigilancia de un centro de monitoreo de seguridad pública, es 
necesario que el agente que perciba por dicho medio y en tiempo real los hechos, de manera 
inmediata aporte a otros elementos policiacos que se encuentren en el lugar datos idóneos que les 
permitan identificar y detener en ese propio momento al sujeto activo, o bien, perseguirlo 
inmediata e ininterrumpidamente. 
 
Justificación: La flagrancia no es incompatible con el uso de la tecnología, dado que el párrafo quinto 
del artículo 16 constitucional no establece ninguna limitante al respecto, de manera que el medio 
por el que el agente perciba la ejecución de una conducta delictiva, ya sea directamente por 
encontrarse en el lugar de su comisión, o bien, indirectamente a través de las videocámaras de 
vigilancia de seguridad pública, resulta irrelevante siempre que se cumpla con la inmediatez 
requerida entre la percepción sensorial del delito y su comisión. La Primera Sala ha indicado que es 
posible sostener que una detención se realizó en flagrancia a pesar de que la persona que logra la 
detención material no presenció la ejecución del delito, pero en el mismo contexto gramatical de la 
expresión de inmediatez, tiene conocimiento del hecho acontecido y de los datos que permiten 
identificar al probable responsable, ya sea porque se los aportó la víctima o algún testigo una vez 
que se perpetró el ilícito; por lo que ante el señalamiento directo de la persona que debe 
aprehenderse o con el aporte de datos idóneos que permiten su identificación inmediata, la persona 
que realiza la detención procede a su persecución ininterrumpida y captura. Es importante tener 
claro que lo relevante para verificar la flagrancia en este tipo de supuestos no es la videograbación 
que da cuenta de los hechos delictivos, sino la información que aporta, en el parte informativo, la 
policía que los presenció en tiempo real gracias a las cámaras de videovigilancia, pues la 
reproducción de las videograbaciones aludidas necesariamente acontece con posterioridad a la 
comisión del delito y, por ende, es materialmente imposible cumplir con la inmediatez, entre la 
percepción sensorial del delito y su comisión, que requiere la flagrancia. Así, las cámaras de 
videovigilancia son únicamente el instrumento tecnológico que permite a la policía presenciar los 
hechos delictivos y, en su caso, iniciar la persecución del implicado en forma inmediata; mientras 
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que las videograbaciones que el sistema en que están instaladas esas cámaras generan de manera 
automática, se erigen como un registro de información que si bien no es idóneo para verificar si la 
detención se realizó en flagrancia, constituye un medio de convicción para corroborar la información 
aportada por los elementos policiacos que intervinieron en la detención respecto de la existencia 
del delito y la intervención del detenido en su comisión. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 5661/2019. 26 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en 
la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se aparta 
de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo Monterrosas Castorena. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024747  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 65/2022 (11a.)  
 
DERECHO A SER PUESTO A DISPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO SIN DEMORA. SE TRANSGREDE 
CUANDO SE CONSIDERA QUE LA DILACIÓN EN LA PUESTA A DISPOSICIÓN DEL POLICÍA INCULPADO 
ESTÁ JUSTIFICADA PORQUE DEBE RENDIR SU PARTE INFORMATIVO. 
 
Hechos: Un policía reportó que observó en tiempo real, a través de cámaras de vigilancia de un 
centro de monitoreo de seguridad pública, la comisión de hechos probablemente constitutivos de 
delito por parte de otro policía; sus superiores solicitaron que se extrajera del sistema informático 
la videograbación respectiva, la observaron y ordenaron la presentación del implicado; por lo que 
al terminar su turno fue trasladado a unas oficinas de la policía para que rindiera su parte 
informativo y, posteriormente, fue puesto a disposición del Ministerio Público junto con la 
videograbación. Seguido el cauce legal correspondiente el inconforme promovió juicio de amparo 
directo, en el cual el Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo al considerar que el artículo 16 
constitucional debe interpretarse en el sentido de que la dilación en la puesta a disposición de 
detenidos con cargo de policías está justificada si obedece a su obligación de emitir su parte 
informativo. Inconforme con esa determinación interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que bajo 
ninguna interpretación procede establecer excepciones o matices al derecho a ser puesto a 
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disposición del Ministerio Público sin demora que se traduzcan en una afectación mayor a la libertad 
personal autorizada constitucionalmente en razón de que la persona detenida desempeñe el cargo 
de policía; por lo que no es jurídicamente correcto considerar que cuando los detenidos tengan la 
calidad de policías debe entenderse que la dilación en su puesta a disposición está justificada si 
obedece a su obligación de emitir el parte informativo. 
 
Justificación: El artículo 16 constitucional reconoce el derecho fundamental a ser puesto a 
disposición del Ministerio Público sin demora, el cual deriva del principio de inmediatez que exige 
el régimen general de protección contra detenciones establecido en nuestra Constitución e impone 
que toda persona detenida tiene que ser presentada ante el Ministerio Público sin dilaciones 
injustificadas. Las dilaciones en la puesta a disposición sólo pueden justificarse por motivos 
razonables que tengan origen en impedimentos fácticos reales y comprobables, así como que sean 
compatibles con las facultades estrictamente concedidas a las autoridades. Este derecho, al tener 
lugar ante la injerencia en el diverso derecho a la libertad de las personas, debe circunscribirse a la 
literalidad del artículo 16 constitucional, en el que no se hace distinción con motivo de alguna 
calidad cualitativa de las personas detenidas, sino que se erige como una medida proteccionista de 
tutela general. En ese sentido, no es factible considerar que cuando los detenidos tengan la calidad 
de policías deba entenderse que la dilación en su puesta a disposición está justificada si obedece a 
su obligación de emitir el parte informativo, por dos motivos, a saber: 1) tal circunstancia no 
constituye un impedimento fáctico congruente con las facultades de los agentes aprehensores, 
porque desde un plano material no se aprecia que las obligaciones que pudieran tener las personas 
detenidas con motivo del cargo que desempeñen imposibiliten a los agentes aprehensores a 
ponerlas sin demora a disposición del Ministerio Público, ni tampoco que entre las facultades de los 
captores se encuentre la de velar por el cumplimiento de esas obligaciones; por el contrario, la 
detención como una forma constitucionalmente válida de afectación a la libertad personal supone, 
precisamente, una limitación física que impide al detenido continuar con sus actividades; y 2) una 
persona detenida que tenga el cargo de policía no tiene la obligación de rendir un parte informativo, 
dado que no debe perderse de vista que éste es un documento por el cual la policía informa al 
Ministerio Público las circunstancias en que se desarrolló su intervención con motivo de sus 
funciones, por lo que de ninguna manera puede entenderse que la narración por escrito de hechos 
con motivo de la imputación de una conducta probablemente delictiva constituye un parte 
informativo, por la sola circunstancia de que el detenido tenga el cargo de policía, ya que desde el 
momento en que una persona es detenida, con independencia del cargo que pudiera desempeñar, 
le asisten los derechos que en su favor reconoce el artículo 20 constitucional, de los que destaca el 
de no autoincriminación, el cual no sólo comporta el derecho a guardar silencio, sino también una 
prohibición dirigida a las autoridades de obtener evidencia autoincriminatoria producida por el 
propio inculpado a través de coacción o engaño; de manera que las autoridades policiacas que 
realizan una investigación sobre hechos delictivos o que llevan a cabo una detención no pueden en 
ningún caso interrogar al detenido. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 5661/2019. 26 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo 
Monterrosas Castorena. 
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Tesis de jurisprudencia 65/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024740  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a./J. 61/2022 (11a.)  
 
CONSULTA PREVIA A LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE REALIZARSE PREVIO A LA 
EXPEDICIÓN DE LOS TÍTULOS DE CONCESIONES MINERAS QUE SE VINCULEN CON ELLOS, EN 
TÉRMINOS DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL Y DEL CONVENIO 169 SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y 
TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES, DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
(OIT). 
 
Hechos: Una comunidad indígena promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó de la 
Secretaría de Economía la emisión de diversos títulos de concesión minera que recaían en territorios 
habitados por ésta. El Juzgado de Distrito determinó amparar a la quejosa, por encontrar ilegales 
dichos títulos de concesión al haberse expedido sin que previamente se realizara la consulta 
indígena, sin embargo, omitió efectuar el análisis de constitucionalidad sobre diversos artículos de 
la Ley Minera, por lo que se interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
Secretaría de Economía, al momento de expedir títulos de concesión minera, se encuentra 
constreñida a cumplir con la obligación constitucional contenida en el artículo 2o. y convencional 
prevista en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), de la cual México es parte. 
 
Justificación: En cualquier caso en que se emitan actos administrativos, como lo son los títulos de 
concesiones mineras, y éstos se encuentren vinculados con los territorios de los pueblos y 
comunidades indígenas, resulta obligatorio para las autoridades involucradas cumplir con la 
obligación de realizar la consulta previo a la emisión de dichos actos. Particularmente, cuando se 
trate de actividades de exploración y explotación de minerales del subsuelo, que en el caso 
mexicano dichos bienes comparten un doble régimen, las autoridades deben asegurarse de que el 
proceso de consulta se lleve a cabo de conformidad con los requisitos señalados por el referido 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. 
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PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 134/2021. Comisariado Ejidal de Tecoltemi y otro. 16 de febrero de 2022. La 
votación se dividió en dos partes: Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, por lo que se refiere a los puntos resolutivos primero y tercero. Mayoría de cuatro 
votos por lo que se refiere al punto resolutivo segundo, de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 61/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024732  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: 1a./J. 57/2022 (11a.)  
 
AUTOADSCRIPCIÓN INDÍGENA. NO ES NECESARIO DEMOSTRARLA A TRAVÉS DE DOCUMENTOS 
OFICIALES O QUE EXISTA UN REGISTRO O RECONOCIMIENTO PREVIO DE LAS AUTORIDADES PARA 
SU IDENTIFICACIÓN. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto la Juez de Distrito reconoció a una comunidad quejosa el 
carácter de indígena por virtud de su autoadscripción; sin embargo, la tercero interesada argumentó 
que debió demostrarse que, con anterioridad al juicio de amparo, se ostentaba con dicha calidad y 
que la autoridad hubiese reconocido su existencia. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
autoadscripción indígena se basa en la conciencia de identidad, por lo cual no es necesario 



15 
 

demostrarla a través de documentos oficiales o que exista un registro o reconocimiento previo de 
las autoridades. 
 
Justificación: La protección y el reconocimiento de las comunidades y pueblos indígenas deriva 
directamente de los tratados internacionales y del artículo 2o. constitucional, que establecen 
claramente que es la conciencia de la identidad indígena el criterio fundamental para determinar a 
quiénes se les debe considerar y aplicar las disposiciones sobre pueblos indígenas. Por ello, su 
reconocimiento no se refiere a formalidades y requisitos legales, sino a sus condiciones históricas, 
modo de vida y organización, cosmovisión, usos y costumbres, entre otros aspectos. De ahí que su 
existencia no puede sujetarse a documentos oficiales, o que se necesite un registro o 
reconocimiento de las autoridades para contar con tal calidad, pues ello constituiría una violación 
grave a la libre determinación de los grupos indígenas y sus integrantes, reconocida en el artículo 
2o. constitucional. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 134/2021. Comisariado Ejidal de Tecoltemi y otro. 16 de febrero de 2022. La 
votación se dividió en dos partes: Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, por lo que se refiere a los puntos resolutivos primero y tercero. Mayoría de cuatro 
votos por lo que se refiere al punto resolutivo segundo, de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 57/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024731  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Penal)  
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Tesis: 1a./J. 38/2022 (11a.)  
 
APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. SI EL TRIBUNAL DE ALZADA REVOCA 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMERA INSTANCIA NO DEBE PRONUNCIARSE SOBRE LA 
IMPOSICIÓN DE LAS PENAS Y LA REPARACIÓN DEL DAÑO, SINO TIENE QUE DEVOLVER EL CASO AL 
TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO PARA QUE LLEVE A CABO LA AUDIENCIA DE INDIVIDUALIZACIÓN 
DE SANCIONES. 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito, al resolver sendos juicios de amparo directo, 
resolvieron en forma antagónica cuál debe ser la función del tribunal de alzada cuando revoque un 
fallo absolutorio por considerar, contrario a lo sostenido por el Tribunal de Enjuiciamiento, que se 
acredita el delito y la responsabilidad penal de una persona. Así, uno concluyó que el tribunal de 
alzada debe reasumir jurisdicción y pronunciarse sobre la individualización de la pena y la reparación 
del daño, mientras que el otro determinó que el tribunal de alzada no tiene facultades para reasumir 
jurisdicción, porque el competente para imponer la pena y fijar la reparación del daño es el Tribunal 
de Enjuiciamiento, por lo que le devolvió el caso para que se pronunciara sobre la individualización 
de las penas y la reparación del daño. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en el 
sistema procesal penal acusatorio, cuando el Tribunal de Enjuiciamiento dicta sentencia absolutoria, 
pero al resolver el recurso de apelación interpuesto el tribunal de alzada revoca dicha sentencia y 
tiene por acreditado el delito y la responsabilidad de la persona acusada, éste no debe reasumir 
jurisdicción, sino tiene que devolver el caso al Tribunal de Enjuiciamiento para que lleve a cabo la 
audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño, así como la redacción y 
explicación de la sentencia para garantizar y respetar los principios de legalidad, de inmediación y 
de impugnación. 
 
Justificación: El Código Nacional de Procedimientos Penales no faculta al tribunal de alzada a 
reasumir jurisdicción para celebrar la audiencia de individualización de sanciones y reparación del 
daño, pues en términos de su artículo 479, el recurso de apelación tiene como finalidad confirmar, 
modificar o revocar la decisión impugnada, pero no reasumir jurisdicción sobre aspectos no 
resueltos por el Tribunal de Enjuiciamiento. Lo anterior protege el principio de inmediación, pues 
será el Tribunal de Enjuiciamiento quien desahogue los medios de prueba que en su caso hubieren 
ofrecido las partes para efectos de la individualización de las penas y la reparación del daño. En esa 
medida también se asegura el principio de impugnación relacionado con el derecho de acceso a un 
recurso judicial efectivo, pues en caso de inconformidad las partes podrán apelar las 
determinaciones que sobre dichos aspectos de la sentencia definitiva tome el Tribunal de 
Enjuiciamiento. En el entendido que de interponer el recurso de apelación en contra de la 
imposición de las sanciones, no se podrá impugnar lo relativo a la acreditación del delito y la 
responsabilidad de la persona acusada, pues ello tendrá la calidad de cosa juzgada. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 57/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Séptimo Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito. 9 de febrero 
de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 



17 
 

particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Edwin Antony Pazol 
Rodríguez y Ramón Eduardo López Saldaña. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 180/2019, el cual dio origen a la tesis aislada VII.1o.P.5 P (10a.), de título y subtítulo: 
"APELACIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. SI EL TRIBUNAL DE SEGUNDA 
INSTANCIA REVOCA LA SENTENCIA ABSOLUTORIA DE PRIMER GRADO Y TIENE POR ACREDITADOS EL 
DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL DEL ACUSADO, DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN PARA 
RESOLVER SOBRE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS SANCIONES, LA REPARACIÓN DEL DAÑO E 
INDEMNIZACIONES."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 78, septiembre de 2020, Tomo II, página 903, con número de registro digital: 2022097; y, 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, al resolver el amparo 
directo 401/2018, en el que concluyó que aceptar que el tribunal de alzada pueda decidir sobre la 
individualización de las sanciones, implicaría suprimir esta fase del proceso penal acusatorio, lo que 
vulneraría las formalidades esenciales del procedimiento y el debido proceso. Consideró que las 
normas que regulan el proceso penal acusatorio se rigen por los principios de interés general y 
obligatoriedad del proceso –disposiciones de orden público que deben cumplirse–, salvo que la 
propia ley expresamente permita lo contrario. 
 
Tesis de jurisprudencia 38/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024730  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 63/2022 (11a.)  
 
OMISIONES LEGISLATIVAS RELATIVAS Y ABSOLUTAS DE EJERCICIO OBLIGATORIO. NOTAS 
DISTINTIVAS PARA COMBATIRLAS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
 
Hechos: Una comunidad indígena promovió demanda de amparo indirecto reclamando la 
inconstitucionalidad de los artículos 6o., párrafo primero, 10, párrafos primero y cuarto, 15 y 19, 
fracciones I, II, IV, V y VIII, de la Ley Minera, y como acto de aplicación el otorgamiento de diversos 
títulos para la explotación y exploración de minerales sobre las tierras que ésta habita. El Juzgado 
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de Distrito del conocimiento determinó, en suplencia de la queja, la existencia de una omisión 
legislativa de ejercicio obligatorio toda vez que, a su juicio, el legislador federal omitió adecuar dicho 
ordenamiento conforme al mandato constitucional del artículo segundo transitorio de la reforma al 
artículo 2o. de la Constitución General, relativo a la consulta previa, libre e informada de las 
comunidades indígenas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que cuando 
en la demanda de amparo no se advierta la voluntad de la parte quejosa para combatir una omisión 
legislativa absoluta, no puede realizarse su estudio, en suplencia de la queja, a partir del análisis de 
la inconstitucionalidad de una norma general que sí fue combatida. 
 
Justificación: Cuando se habla de omisiones legislativas de ejercicio obligatorio, pueden existir varias 
condiciones dependiendo del contenido de la obligación. Esto es, la obligación puede consistir en 
legislar sobre una materia, expedir una norma en concreto, incluso, establecer o modificar un 
artículo en específico –cuando así se establezca expresamente–, o adecuar las normas al mandato 
constitucional. Por lo que el primer punto relevante, es determinar en qué consiste la obligación de 
legislar, a fin de estar en condiciones de examinar si el legislador la incumplió. Posteriormente, se 
debe identificar si lo que se reclama es una omisión relativa o absoluta. La omisión absoluta implica 
un reclamo al órgano legislativo por no dar cumplimiento alguno a un mandato exigible; mientras 
que la relativa, conlleva un actuar del legislador que se atribuye deficiente o incompleto al cumplir 
con la obligación. Así, cuando se trata de una omisión relativa, lo que se cuestiona es el actuar 
incompleto del legislador, por lo que es dable reclamar la omisión parcial en un precepto o cuerpo 
normativo concreto, al ser donde se atribuye el deficiente cumplimiento a la obligación. En este 
caso, el acto reclamado podrá ser la propia norma, cuerpo o cuerpos normativos a los que se 
atribuya la deficiencia, y el análisis debe constreñirse a verificar si su contenido colmó en suficiencia 
lo exigido. Por el contrario, en tratándose de omisiones legislativas absolutas, lo que se analiza es la 
carencia total de actividad por parte del legislador al mandato obligatorio; siendo relevante 
determinar en qué consiste dicha obligación, para analizar su existencia. De esta manera, su 
impugnación en el juicio de amparo, entonces, no puede partir de normas o artículos en concreto, 
pues su reclamo deberá ser la actitud pasiva de la autoridad legislativa para colmar la exigencia. Es 
decir, no podrá hablarse o analizarse una omisión legislativa absoluta si en la demanda de amparo 
se reclamaron como actos, normas o artículos existentes –se trataría de una omisión relativa–; 
solamente podrá analizarse de esta manera, si se reclama como tal la omisión absoluta del legislador 
de cumplir un mandato obligatorio, pues lo que se está aduciendo es que el legislador no ha actuado 
en forma alguna; condición que no puede desprenderse de una norma específica, dada su libertad 
configurativa. En estos casos bastará la existencia del contenido normativo exigido para considerar 
que no se materializa la omisión, incluso habiendo acontecido, si durante el juicio de amparo se 
emite, lo que daría lugar al sobreseimiento del juicio por cesación de efectos. Asimismo, cuando se 
trate de una omisión de estas características, debe advertirse la voluntad de la parte quejosa de 
reclamar la inactividad total del legislador, de lo contrario se estaría frente a la figura de la suplencia 
de la queja, la cual no tiene el alcance para modificar los actos reclamados, pues ello implicaría 
alterar la litis. Finalmente, debemos tomar en cuenta que, ante un reclamo de esta naturaleza, lo 
que se cuestiona es la actitud pasiva del legislador, por lo que, regresando al contenido de la 
obligación, sí ésta no es precisa sobre la manera de implementar la legislación, el legislador 
mantiene su margen amplio de actuación y su libertad configurativa; pues, entre menos preciso sea 
el mandato, el margen de libertad será más amplio. Presuponer que la obligación debe ser colmada 
de un modo específico, aun cuando la exigencia no lo imponga así, sin duda, se tornaría una 
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intromisión injustificada, pues en tanto no se contravenga la obligación, no se podría condicionar a 
una pauta determinada. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 134/2021. Comisariado Ejidal de Tecoltemi y otro. 16 de febrero de 2022. La 
votación se dividió en dos partes: Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, por lo que se refiere a los puntos resolutivos primero y tercero. Mayoría de cuatro 
votos por lo que se refiere al punto resolutivo segundo, de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 63/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024729  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de junio de 2022 10:09 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 64/2022 (11a.)  
 
OMISIÓN LEGISLATIVA RELATIVA DE EJERCICIO OBLIGATORIO. NO SE ACTUALIZA CUANDO LA 
OBLIGACION DE LEGISLAR SURGE CON POSTERIORIDAD A LA LEY A LA QUE SE ATRIBUYE SU 
DEFICIENCIA O INCUMPLIMIENTO. 
 
Hechos: Una comunidad indígena promovió demanda de amparo indirecto reclamando la 
inconstitucionalidad de los artículos 6o., párrafo primero, 10, párrafos primero y cuarto, 15 y 19, 
fracciones I, II, IV, V y VIII, de la Ley Minera, y como acto de aplicación el otorgamiento de diversos 
títulos para la explotación y exploración de minerales sobre las tierras que ésta habita. El Juzgado 
de Distrito del conocimiento otorgó el amparo a la parte quejosa, al considerar actualizada una 
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omisión legislativa relativa de ejercicio obligatorio, en virtud de lo dispuesto en el artículo segundo 
transitorio de la reforma constitucional al artículo 2o., publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el catorce de agosto de dos mil uno, atribuyendo la deficiencia legislativa en los artículos reclamados 
de la Ley Minera, publicada el veintiséis de junio de mil novecientos noventa y dos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que no existe 
una omisión relativa de ejercicio obligatorio, cuando los artículos a los que se atribuye el deficiente 
o incompleto cumplimiento, se emiten antes de la obligación constitucional para legislar. 
 
Justificación: Para actualizarse una omisión relativa, es necesario que exista un acto del legislador, 
generado a partir de la obligatoriedad de la orden de legislar. De esta manera no podrá hablarse de 
omisión relativa, si el incumplimiento de legislar se atribuye a una disposición expedida previamente 
a que se generara dicha exigencia. En estos casos, se estaría en presencia de una omisión absoluta, 
porque el incumplimiento no derivaría de las normas anteriores, sino de la falta de adecuación 
legislativa a partir de la obligatoriedad. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 134/2021. Comisariado Ejidal de Tecoltemi y otro. 16 de febrero de 2022. La 
votación se dividió en dos partes: Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, por lo que se refiere a los puntos resolutivos primero y tercero. Mayoría de cuatro 
votos por lo que se refiere al punto resolutivo segundo, de los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 64/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de junio de 2022 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024808  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a./J. 76/2022 (11a.)  
 
PERSONAS SOLICITANTES DE LA CONDICIÓN DE REFUGIADO. DE LA INTERPRETACIÓN CONFORME 
DEL ARTÍCULO 59 DE LA LEY DE MIGRACIÓN DERIVA QUE CUENTAN CON EL ACCESO EFECTIVO A 
LA CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE POBLACIÓN (CURP) MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO PREVISTO 
PARA ELLO. 
 
Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro 
de Población (CURP). En el proceso alegaron la inconstitucionalidad del artículo 59 de la Ley de 
Migración, como la norma en la que se sustentó la negativa; el Juez de Distrito del conocimiento 
negó el amparo solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que para 
reconocer la validez constitucional del artículo 59 de la Ley de Migración no debe interpretarse 
como prohibitivo, limitante o excluyente del acceso de las personas solicitantes de la condición de 
refugiado a la Clave Única de Registro de Población (CURP). Al contrario, las personas solicitantes 
de la condición de refugiado tienen acceso efectivo a la CURP como manifestación de su derecho a 
la personalidad jurídica, pues este documento es un elemento que les permite acceder 
efectivamente a servicios de salud, educación, trabajo, etcétera. 
 
Justificación: La CURP se entiende como materialmente exigible para todas las personas solicitantes 
de la condición de refugiado, de manera que no se agrave su situación de vulnerabilidad. Esta 
decisión se afianza a partir de una interpretación conforme (desde un ámbito funcional, sistemático 
y armónico) del artículo 59 de la Ley de Migración con el sistema de protección de derechos 
humanos que rige en nuestro país, la práctica del Estado Mexicano y los compromisos adquiridos 
internacionalmente. De esta manera, se busca derribar los obstáculos administrativos que las 
personas solicitantes de asilo enfrentan en el goce y ejercicio de sus derechos fundamentales, tal y 
como es el derecho al trabajo o a la salud, entre otros. Al respecto, cabe destacar que el 18 de junio 
de 2018 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Instructivo Normativo para la 
asignación de la Clave Única de Registro de Población, en el cual se añadió como supuesto de 
asignación de la CURP temporal a los extranjeros solicitantes de la condición de refugiado y 
protección complementaria. Dicho acuerdo es consistente con la comprensión de la CURP como una 
herramienta registral, pero también como un documento llave de acceso a los servicios que otorga 
la Administración Pública Federal y, en consecuencia, como manifestación de la dimensión formal 
del derecho a la personalidad jurídica. De ahí que negar el acceso a la CURP o supeditarlo a una 
calidad migratoria de estancia no es consistente con las obligaciones estatales de protección, 
garantía y respeto de derechos humanos, sobre todo porque de esa manera se asignarían resultados 
desiguales sin justificación razonable a grupos con una importante situación de vulnerabilidad, 
como lo son las personas solicitantes de la condición de refugiado. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero con salvedades en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
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González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez 
de Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 76/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024805  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 80/2022 (11a.)  
 
PERSONAS MIGRANTES. EN EL DISEÑO Y LA EJECUCIÓN DE LAS POLÍTICAS MIGRATORIAS SE DEBEN 
OBSERVAR EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, ASÍ COMO LA PROTECCIÓN, 
RESPETO Y GARANTÍA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 
Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro 
de Población (CURP), así como de los artículos 52 y 59 de la Ley de Migración en los que se sustentó 
la negativa. Los actos reclamados se consideraron violatorios del principio de igualdad y no 
discriminación; el Juez de Distrito del conocimiento negó el amparo solicitado, ante lo cual los 
quejosos interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que en el 
diseño y la ejecución de las políticas migratorias (esto es, todo acto, norma, medida u omisión 
institucional que regule el fenómeno migratorio) las autoridades deben proteger, respetar y 
garantizar los derechos humanos de las personas migrantes sin discriminación alguna –esto es, sin 
distinción injustificada e irrazonable– y en atención al principio de igualdad como norma de ius 
cogens. 
 
Justificación: Conforme a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el principio de igualdad y 
no discriminación es un principio de carácter general en el que debe respetarse y garantizarse 
siempre su observancia, la cual no puede ser subordinada o condicionada a la consecución de los 
objetivos de las políticas migratorias. Por lo tanto, si bien el diseño y la ejecución de la política 
migratoria del Estado Mexicano encuentra un amplio espacio de discrecionalidad, todo acto, norma, 
medida u omisión institucional que regule el fenómeno migratorio debe realizarse con un enfoque 
integral, en atención a los principios de hospitalidad, solidaridad, equidad e integración, así como 
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en estricta observancia al artículo 1o. constitucional. En otras palabras, la política migratoria debe 
proteger, respetar y garantizar en todo momento los derechos humanos de las personas migrantes 
sin discriminación alguna –esto es, sin distinción injustificada e irrazonable– y en atención a la 
especialidad de la materia, pues el principio de no discriminación implica que no puede privarse a 
una persona del goce de sus derechos por una calidad migratoria. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero con salvedades en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez 
de Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 80/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024801  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 79/2022 (11a.)  
 
MIGRACIÓN O MOVILIDAD INTERNACIONAL. ES UN FACTOR PROPIO DE VULNERABILIDAD POR EL 
CUAL SE PUEDE PADECER DISCRIMINACIÓN SISTÉMICA Y DESIGUALDAD, QUE REQUIERE DE LA 
ADOPCIÓN DE MEDIDAS TRANSFORMATIVAS PARA SER REMEDIADA. 
 
Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro 
de Población (CURP). En el proceso, alegaron la inconstitucionalidad de los artículos 52 y 59 de la 
Ley de Migración en los que se sustentó la negativa; el Juez de Distrito del conocimiento negó el 
amparo solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que la 
situación de migración o movilidad internacional es un factor propio de vulnerabilidad por el cual se 
puede padecer discriminación sistémica y desigualdad, que se ve especificada en atención a la 
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interseccionalidad. Dicha situación requiere la adopción de medidas transformativas en todas las 
esferas del poder político para ser remediada. 
 
Justificación: Al tratar situaciones de personas migrantes –entre ellas, las personas solicitantes de 
la condición de refugiado– se debe recordar que, por lo general, éstas se encuentran en una 
situación de vulnerabilidad al compararlas con las personas no migrantes –nacionales o residentes–
. Los movimientos territoriales de poblaciones, en sí mismos, entrañan innumerables situaciones 
peligrosas. A lo anterior se suman las ideas xenófobas y de exclusión que pueden ser parte de las 
sociedades de recepción de los migrantes, las dificultades a causa de diferencias de idioma, 
costumbres y culturas, dificultades económicas, sociales, así como ciertos obstáculos especiales 
para regresar a sus Estados de origen, entre otras. Esta condición de vulnerabilidad tiene una 
dimensión ideológica y se presenta en un contexto histórico específico; sin embargo, es mantenida 
por situaciones de iure (desigualdades entre nacionales y extranjeros en las leyes) y de facto 
(desigualdades sustantivas o estructurales), lo cual conduce al establecimiento de diferencias en el 
acceso de unas y otras a los recursos públicos administrados por el Estado. En este sentido, la 
discriminación sistémica y la desigualdad histórica exigen la adopción de medidas transformativas 
en todas las esferas del poder político para ser remediadas. Esto significa que toda autoridad debe 
adoptar correcciones dentro del marco institucional disponible, lo que, en el caso de migrantes, se 
traduce en: (i) la obligación de abstenerse de realizar acciones que directa o indirectamente creen 
situaciones de discriminación de iure o de facto, que tengan como consecuencia la discriminación 
directa o indirecta de las personas migrantes; (ii) la obligación de adoptar las medidas positivas para 
revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en perjuicio de los migrantes; y (iii) la 
obligación de hacer distinciones objetivas y razonables entre migrantes y sus calidades migratorias 
solamente cuando sean conformes con los derechos humanos y el principio pro persona, entre 
otras. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero con salvedades en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez 
de Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 79/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024789  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Penal, Común)  

Tesis: 1a./J. 74/2022 (11a.)  
 
DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE TRATA DE PERSONAS PRIVADAS DE LA 
LIBERTAD. SOLAMENTE GENERA LA IMPROCEDENCIA DE UN JUICIO DE AMPARO POSTERIOR, POR 
CONSENTIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO, SI AL DESISTIRSE DEL PRIMERO NO RESERVARON SU 
DERECHO DE PROMOVERLO CON POSTERIORIDAD. 
 
Hechos: Varias personas privadas de la libertad promovieron amparo directo en contra de la 
sentencia de segunda instancia que confirmó su condena por diversos delitos. Al momento de ser 
notificadas de la admisión del juicio manifestaron que deseaban desistirse con la finalidad de 
presentar un nuevo amparo con posterioridad. En atención a lo anterior, el Tribunal Colegiado de 
Circuito desechó la demanda de amparo. Tiempo después, las personas promovieron un segundo 
amparo en contra de la misma sentencia de segunda instancia, pero el Tribunal Colegiado de Circuito 
sobreseyó el juicio al considerar que se actualizaba la causal de improcedencia prevista en el artículo 
61, fracción XIII, de la Ley de Amparo. En contra de esta resolución se interpuso recurso de revisión 
en el que se planteó la inconstitucionalidad del referido artículo. 
 
Criterio jurídico: Para que la causal de improcedencia por consentimiento del acto reclamado, 
prevista en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo, sea constitucional en el caso de 
personas privadas de la libertad que desistan de un juicio de amparo, atendiendo a su especial 
situación de vulnerabilidad, es necesario que el desistimiento sea indudable y completo, que exista 
constancia judicial de que son sabedoras de las consecuencias jurídicas de dicho desistimiento y que 
no expresen una reserva de promover el amparo con posterioridad. 
 
Justificación: Esta Primera Sala ya ha determinado que para garantizar que las personas privadas de 
la libertad estén informadas sobre los alcances del desistimiento del juicio de amparo o de sus 
recursos, la autoridad judicial debe cerciorarse de que en la diligencia en que se practique la 
ratificación del desistimiento, el funcionario judicial con fe pública les explique las consecuencias 
jurídicas de desistirse del amparo, lo cual debe quedar asentado en la constancia judicial que al 
efecto se emita, pues sólo así se brindarían certeza y validez total a esa decisión que entrañaría de 
manera indudable, completa e informada un consentimiento del acto reclamado. Sin embargo, a 
pesar de que se tenga por acreditado un consentimiento indudable, completo e informado, no se 
podrá tener por consentido el acto cuando la parte quejosa, al desistir del juicio, hace una reserva 
sobre su deseo de promover el amparo con posterioridad, ya que en ese supuesto es evidente que 
no existe un consentimiento del acto, por el contrario, implica una expresión de disconformidad con 
el mismo. Así, cuando la parte quejosa promueva un segundo juicio de amparo en contra de un acto 
respecto del cual promovió un primer juicio de amparo del que se desistió, la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo sólo podrá aplicarse 
cuando se verifique que el desistimiento del primer juicio se hizo de manera completa, informada, 
indudable y sin reservas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 6804/2019. Humberto Paredes Hernández y otros. 3 de noviembre de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
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formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Nalleli Nava Miranda. 
 
Tesis de jurisprudencia 74/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024787  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XVII/2022 (11a.)  
 
DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. EL TÉRMINO DE 
COMPARACIÓN CUANDO SE IMPUGNEN CATEGORÍAS LEGALES QUE IMPLICAN DISTINCIONES, 
REQUIERE NO SÓLO HACER PATENTES LAS DIFERENCIAS FORMALES PREVISTAS EN LA 
CATEGORIZACIÓN LEGAL, SINO ANALIZAR SI ÉSTAS ENCUENTRAN UNA JUSTIFICACIÓN MATERIAL 
O SUSTANTIVA. 
 
Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro 
de Población (CURP). En el proceso alegaron la inconstitucionalidad del artículo 52 de la Ley de 
Migración por considerar que categorizarles como visitantes por razones humanitarias –y no así 
como residentes temporales– es discriminatorio; el Juez de Distrito del conocimiento negó el 
amparo solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que cuando 
el problema jurídico implique determinar si dos personas o grupos de personas son lo 
suficientemente similares para reclamar, prima facie, un trato igual en una categorización legal o lo 
suficientemente distintas para justificar o, incluso, exigir un trato diferenciado, los y las juzgadoras, 
en su análisis de igualdad, no sólo deberán hacer patentes las diferencias formales previstas en la 
categorización legal, sino que deberán analizar si éstas encuentran una justificación material o 
sustantiva. 
 
Justificación: Conforme a la jurisprudencia de esta Primera Sala 1a./J. 44/2018 (10a.), de rubro: 
"DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. METODOLOGÍA PARA 
EL ESTUDIO DE CASOS QUE INVOLUCREN LA POSIBLE EXISTENCIA DE UN TRATAMIENTO 
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NORMATIVO DIFERENCIADO.", antes de proceder con el estudio de igualdad se deberá proporcionar 
un parámetro o término de comparación para demostrar un trato diferenciado que produzca como 
efecto de la aplicación de la norma una ruptura de esa igualdad, al provocar un trato discriminatorio 
entre situaciones análogas o efectos semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones 
dispares. Sin embargo, cuando se alegue que las distinciones presentes en categorías legales (como 
las calidades migratorias) son injustificadas, este parámetro o término de comparación no podrá 
determinarse únicamente atendiendo a las instituciones y características que el orden jurídico 
impone a cierto grupo de personas, pues puede ser el caso que sea precisamente la categorización 
normativa específica la que, dadas las situaciones de hecho, ocasiona el trato o los efectos 
discriminatorios impugnados. Por lo tanto, cuando se le presente al juzgador o juzgadora un estudio 
de igualdad por alguna diferenciación que, de manera implícita o explícita, realiza una norma, no 
basta plantear el término de comparación haciendo uso de una de las diferencias formales que 
plantea la ley a ciertas características, sino que se debe estudiar la propia razonabilidad de esas 
categorizaciones, para lo cual se debe proceder con el análisis de igualdad. Esto cobra especial 
relevancia en la materia migratoria, pues las categorías de estancia en gran medida ordenan, 
conforman y definen al fenómeno. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero con salvedades en las que se separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 44/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo I, julio de 2018, página 171, con 
número de registro digital: 2017423. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024784  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 75/2022 (11a.)  
 
DERECHO A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU FINALIDAD CONSISTE EN QUE SE DEJE SIN DAÑO A LA 
PERSONA QUE LO SUFRIÓ, POR LO QUE ES CONSTITUCIONAL QUE SI ALGUIEN LESIONA EL 
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DERECHO A LA LIBERTAD REPRODUCTIVA DE UNA PERSONA, SE LE CONDENE A QUE RESTITUYA 
LA SITUACIÓN A LA MANERA EN LA QUE SE ENCONTRABA. 
 
Hechos: Una mujer demandó la responsabilidad civil integral a una empresa que se dedica a la 
fertilización in vitro, debido a que no actuó diligentemente ante las complicaciones de un 
procedimiento –retiro de miomas– que le fue practicado para aumentar sus posibilidades de 
embarazo. En el juicio de amparo directo el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento resolvió 
conceder la protección federal para que la empresa pagara sesiones de terapia psicológica para la 
mujer, criopreservara sus embriones durante un lapso específico y le realizara el procedimiento de 
fecundación in vitro de manera gratuita. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que es 
constitucional que si alguien lesiona el derecho a la libertad reproductiva de una persona, se le 
condene a que restituya la situación a la manera en la que se encontraba previamente. 
 
Justificación: Una justa indemnización mandata que el daño se restituya conforme a la naturaleza 
del derecho vulnerado, a fin de que la situación se restaure a la situación previa a que acontezca. En 
el caso, el daño consistió en una mala praxis médica que derivó en una lesión a la libertad 
reproductiva de la mujer, por lo que la justa indemnización debía operar de manera tal que se le 
dejara en la posibilidad de volver a ser madre. Cabe mencionar que la confirmación de la condena 
contribuye a la consolidación de una doctrina de respeto al derecho a la libertad reproductiva. Esto 
es, se genera un precedente para que en caso de que las personas, en especial las mujeres, vean 
frustrados sus deseos de ser madres por actos de diversos particulares, puedan ser restituidas en el 
goce de ese derecho y que, en el caso de que eso no sea posible, tengan derecho a una justa 
indemnización. Asimismo, es un llamado a todas las autoridades del país a concientizarse sobre los 
temas reproductivos y su impacto en las personas y que, en consecuencia, debe velarse con suma 
importancia por la garantía al derecho a la libertad reproductiva. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 4456/2021. 2 de marzo de 2022. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien se apartó de algunos párrafos. Disidente: 
Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular en el 
que considera que el recurso de revisión era improcedente. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 75/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024783  
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Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 68/2022 (11a.)  
 
DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES 
QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. DEBE EJERCERSE DE MANERA DIRECTA ANTE EL JUZGADOR, 
POR LO QUE NO PUEDE CONSIDERARSE SATISFECHO CUANDO OCURRA DE FORMA INDIRECTA. 
 
Hechos: Un señor demandó por su propio derecho y en representación de su hija menor de edad, 
entre otras prestaciones, su guarda y custodia; por su parte, la madre reconvino la misma 
prestación. El Juez de primera instancia declaró que el actor principal no probó los elementos 
constitutivos de su acción, y la demandada principal y actora reconvencional sí probó sus 
excepciones, así como los elementos constitutivos de su acción reconvencional; por tanto, concedió 
a ésta la guarda y custodia definitiva de la menor de edad; inconforme el actor principal interpuso 
recurso de apelación y el Tribunal de Alzada confirmó la sentencia recurrida; determinación que fue 
señalada como acto reclamado en el amparo directo promovido por el padre de la menor de edad, 
por derecho propio y en representación de la misma; juicio en el cual le fue negada la protección 
constitucional. Resolución que fue impugnada en revisión, aduciendo esencialmente que no fue 
respetado el derecho de la menor de edad a ser escuchada y que indebidamente el Tribunal 
Colegiado de Circuito estimó que ello había ocurrido de manera indirecta, y quedaba satisfecho a 
través del reporte que de las convivencias celebradas entre la menor de edad y su madre, presentó 
la psicóloga encargada de supervisarlas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
derecho de los menores de edad a ser escuchados en los procedimientos judiciales que afecten su 
esfera jurídica, consagrado en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, no puede 
estimarse satisfecho de manera indirecta, específicamente a través de un informe rendido por el 
profesional en psicología que supervisó las convivencias con alguno de los progenitores, sino que 
debe ejercerse en forma directa ante el juzgador, pero adoptando los ajustes necesarios y acordes 
a la edad y madurez del menor de edad. 
 
Justificación: El derecho de los menores de edad a ser escuchados en los procedimientos que 
afecten su esfera jurídica, consagrado en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, no es irrestricto, pues el juzgador de manera fundada y motivada puede determinar una 
excepción a su ejercicio. Sin embargo, para satisfacer esa prerrogativa deben atenderse los 
parámetros y lineamientos que en aras del respeto de su interés superior ha establecido esta 
Suprema Corte en el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Infancia y Adolescencia, conforme al 
cual los menores de edad deben ser informados sobre su participación, externar su voluntad de 
hacerlo, encontrarse asistidos por un especialista en temas de infancia, así como por un 
representante que no constituya un conflicto de intereses, e incluso por una persona de su 
confianza. Además, su opinión debe expresarse en una diligencia desarrollada a manera de 
entrevista, en la que se utilice material de apoyo que facilite su expresión, tomando en cuenta la 
existencia de formas verbales y no verbales de comunicación; debiendo registrarse la entrevista por 
algún medio, a fin de que puedan acceder a ella los tribunales de apelación y de amparo, con el 
objeto de evitar la revictimización de los infantes. Lo anterior, en el entendido de que el juzgador 
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además de ordenar el respeto a ese derecho de la forma indicada, se encuentra en aptitud de 
desahogar, de oficio, los medios de convicción que estime pertinentes a efecto de contar con 
elementos suficientes que le permitan emitir una determinación que procure el menor riesgo para 
el menor de edad. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 3994/2021. 6 de abril de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 
Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza. 
 
Tesis de jurisprudencia 68/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024782  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a./J. 78/2022 (11a.)  
 
DERECHO A BUSCAR Y RECIBIR ASILO. LA CONDICIÓN DE REFUGIADO ES DECLARATIVA Y NO 
CONSTITUTIVA Y, POR LO TANTO, LAS PERSONAS SOLICITANTES DE REFUGIO REQUIEREN 
PROTECCIÓN REFORZADA, INCLUSO ANTES DE QUE EL ESTADO LES RECONOZCA SU ESTATUTO. 
 
Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 
indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro 
de Población (CURP). En el proceso, alegaron la inconstitucionalidad de los artículos 52 y 59 de la 
Ley de Migración en los que se sustentó la negativa; el Juez de Distrito del conocimiento negó el 
amparo solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce que uno de 
los principios generales del derecho a buscar y a recibir asilo es que la condición de persona 
refugiada es declarativa y no constitutiva. Es decir, una persona es refugiada y tiene una situación 
de mayor vulnerabilidad por lo que ha vivido y no por el hecho de que se le reconozca como tal. Por 
lo tanto, merece una protección reforzada incluso antes de que el Estado le reconozca su estatuto 
y durante todo el procedimiento encaminado a ese resultado. De ahí que el Estado esté obligado a 
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no dejar a los solicitantes de asilo en una condición desprovista de derechos mientras esperan la 
resolución de sus solicitudes. 
 
Justificación: El derecho de asilo –reconocido en el artículo 11 constitucional, en la Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados, en la Declaración de Cartagena y en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos– abarca dos facetas: (i) el derecho de solicitar o pedir el asilo o la 
condición de refugiado sin discriminación alguna, y (ii) el derecho a recibir asilo, a partir del cual, el 
Estado debe otorgar la protección siempre que se cumplan los requisitos y las condiciones para que 
ésta pueda ser brindada, beneficiar con ese reconocimiento a otros miembros de la familia –en 
atención al principio de unidad familiar–, así como mantener y dar continuidad a la determinación 
de la condición de refugiado, conforme a la normativa especializada en la materia. Bajo este 
derecho, las personas que solicitan el reconocimiento de la condición de refugiado, y que no han 
recibido una determinación definitiva sobre dicha petición, merecen una protección reforzada. Esto 
quiere decir que, además de proteger, respetar y garantizar sus derechos fundamentales, el Estado 
debe permitirles que permanezcan en el país en condiciones dignas hasta que la autoridad 
competente adopte una decisión definitiva del caso. En esa estancia, se les deben otorgar los medios 
o las oportunidades de subsistencia para hacer efectivo el reconocimiento de sus derechos 
fundamentales como parte de las medidas de protección reforzada. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero con salvedades en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez 
de Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 78/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024772  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: 1a./J. 72/2022 (11a.)  
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ABORTO EN CASO DE VIOLACIÓN. EL ARTÍCULO 181 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE 
CHIAPAS, AL PREVER QUE NO ES PUNIBLE CUANDO SE VERIFIQUE DENTRO DE LOS NOVENTA DÍAS 
A PARTIR DE LA CONCEPCIÓN, ES VIOLATORIO DE LA DIGNIDAD HUMANA Y DEL DERECHO AL 
LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD DE LAS MUJERES. 
 
Hechos: Una persona con parálisis cerebral severa y en condiciones de pobreza y marginación fue 
víctima de violación sexual cuando era menor de edad. El director del Hospital General en el Estado 
de Chiapas le negó la posibilidad de interrumpir el embarazo producto del delito del que fue víctima, 
por encontrarse fuera del plazo de noventa días después de la concepción, establecido en el artículo 
181 del Código Penal de la entidad. Por tal motivo, la madre de la menor de edad, por su propio 
derecho y en representación de su hija, promovió un juicio de amparo indirecto en el que impugnó 
la constitucionalidad de dicha negativa y del artículo 181 del Código Penal para el Estado de Chiapas; 
el Juez de Distrito del conocimiento negó el amparo solicitado y la quejosa interpuso recurso de 
revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 181 del Código Penal para el Estado de Chiapas, en su porción normativa que prevé que el 
delito de aborto no será punible cuando el embarazo sea consecuencia de una violación, siempre y 
cuando se verifique dentro de los noventa días a partir de la concepción, resulta inconstitucional 
por ser violatorio de la dignidad humana y del libre desarrollo de la personalidad de las mujeres. 
 
Justificación: Llevar el deber de protección estatal del derecho a la vida hasta el extremo de 
penalizar la interrupción del embarazo con motivo de una violación después de los noventa días de 
gestación, significa darle una prelación absoluta a la vida en gestación sobre los derechos 
fundamentales de la mujer, especialmente su posibilidad de decidir si continúa con un embarazo no 
consentido. Ello es así, pues una intromisión de esa naturaleza en su derecho al libre desarrollo de 
la personalidad y en su dignidad humana privaría totalmente del contenido de esos derechos y en 
esa medida resultaría manifiestamente desproporcionada e irrazonable. La dignidad de la mujer 
excluye que pueda considerársele como mero receptáculo y, por tanto, el consentimiento para 
asumir cualquier compromiso u obligación cobra especial relieve en este caso ante un hecho de 
tanta trascendencia como lo es el de la gestación, que afectará profundamente la dignidad de la 
mujer en todos los sentidos. Por ende, el Estado no puede obligar a la mujer víctima de una violación 
a asumir sacrificios en su persona, como lo es continuar con un embarazo, y a ofrendar sus propios 
derechos en beneficio de terceros o del interés general. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 438/2020. 7 de julio de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Tesis de jurisprudencia 72/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de primero de junio de dos mil veintidós.  
 



33 
 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024847  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. XX/2022 (11a.)  
 
GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. PAUTAS MÍNIMAS DE ACTUACIÓN DIRIGIDAS A 
LAS AUTORIDADES ENCARGADAS DE SUPERVISAR LA VALIDEZ DE UN CONTRATO DE ESTA 
NATURALEZA. 
 
Hechos: Dos mujeres promovieron juicio de amparo indirecto en contra de la regulación del contrato 
de gestación subrogada y por sustitución establecida en el Código Civil para el Estado de Tabasco 
por considerar que vulnera, entre otros, el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. 
 
Criterio jurídico: En estricto apego al derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y 
discriminación, esta Primera Sala considera necesario precisar las siguientes pautas mínimas de 
actuación dirigidas a las autoridades encargadas de supervisar la validez de un contrato de esta 
naturaleza: a) Verificar que el contrato explicite los riesgos que podrían o deberían asumir los padres 
o las madres potenciales en caso de incumplimiento por parte de la gestante; b) Garantizar que, de 
pactarse una sanción por incumplimiento de la gestante, ésta sea razonable, tomando en cuenta su 
condición particular, como su situación socioeconómica o la severidad de un eventual impacto 
psicológico; c) Corroborar que el contrato reparta proporcionalmente las cargas del incumplimiento 
entre las partes, protegiendo a la parte que se encuentra en desventaja por razones económicas; d) 
Verificar que la gestante y los padres o madres intencionales estén perfectamente conscientes de 
estas eventuales sanciones e implicaciones en caso de incumplimiento de la gestante; e) Supervisar 
que no se pacten cláusulas que denieguen la posibilidad de la gestante de conducirse de acuerdo 
con su proyecto de vida, o que pongan en riesgo su salud; y, f) En caso de pactarse una prestación 
económica, vigilar la forma en que ésta debe entregarse y las consecuencias de no hacerlo, con el 
fin de garantizar el bienestar de la gestante. 
 
Justificación: El carácter sui generis del contrato de mérito, así como, principalmente, el grave 
contexto de desigualdad de género que actualmente prevalece en nuestra sociedad, son dos 
razones fundamentales para que a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resulte indispensable implementar determinadas salvaguardas respecto al consentimiento 
expresado por las mujeres o personas gestantes en este tipo de contrato, así como con respecto a 
las posibles consecuencias que podría generar su incumplimiento. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 516/2018. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat por lo que se refiere al amparo concedido respecto a los 
artículos 380 Bis 5, fracción III, y 380 Bis 1 del Código Civil para el Estado de Tabasco. Mayoría de 
tres votos por la negativa del amparo respecto a los artículos 380 Bis 3, del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 5 y del segundo párrafo del artículo 380 Bis 6 del mismo código, de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto particular al considerar que el amparo no debía negarse respecto a estos 
artículos sino sobreseerse; y, toda vez que las consideraciones de la presente tesis derivan de éstos, 
la Ministra vota en contra y reserva su criterio sobre su constitucionalidad. Ausente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024846  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 86/2022 (11a.)  
 
GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. LA IMPOSICIÓN DE UN RANGO DE EDAD PARA SER 
MADRE CONTRATANTE ES DISCRIMINATORIA Y VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA 
AUTODETERMINACIÓN REPRODUCTIVA. 
 
Hechos: Dos mujeres promovieron juicio de amparo indirecto en contra del requisito previsto en la 
última parte de la fracción III del artículo 380 Bis 5 del Código Civil para el Estado de Tabasco, 
consistente en que la madre contratante debe acreditar tener entre veinticinco y cuarenta años. 
 
Criterio jurídico: La imposición de un rango de edad para estar en posibilidad de convertirse en 
madre mediante el contrato de gestación subrogada o por sustitución es una medida discriminatoria 
y vulnera el derecho humano a la autodeterminación reproductiva. 
 
Justificación: Debido a que la medida legislativa emplea la edad como criterio de distinción y a que 
ésta constituye una de las categorías especialmente protegidas en el quinto párrafo del artículo 1o. 
constitucional, la validez constitucional de la medida depende de que supere el test de 
proporcionalidad bajo un escrutinio estricto de constitucionalidad. En el análisis de la primera etapa, 
esta Primera Sala advierte que la medida no se encuentra encaminada a satisfacer algún propósito 
constitucional de carácter imperioso, razón por la que no supera el test de proporcionalidad. 
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Contrario a ello, se advierte que la medida legislativa contraviene directamente el mandato 
constitucional previsto en el artículo 4o. constitucional sobre la libertad y la autonomía 
reproductiva, en tanto que vulnera el derecho a decidir de manera libre, responsable e informada 
sobre el número y esparcimiento de los hijos(as). 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 516/2018. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat por lo que se refiere al amparo concedido respecto a los 
artículos 380 Bis 5, fracción III, y 380 Bis 1 del Código Civil para el Estado de Tabasco. Mayoría de 
tres votos por la negativa del amparo respecto a los artículos 380 Bis 3, del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 5 y del segundo párrafo del artículo 380 Bis 6, del mismo código, de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto particular al considerar que el amparo no debía negarse respecto a estos 
artículos sino sobreseerse; sin embargo, la Ministra comparte las consideraciones de esta tesis toda 
vez que derivan del artículo 380 Bis 5, fracción III. Ausente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 86/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024845  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. XIX/2022 (11a.)  
 
GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL ASENTAMIENTO DE UNA PERSONA RECIÉN 
NACIDA SÓLO SE HARÁ MEDIANTE ADOPCIÓN PLENA CUANDO SE TRATE DE LA MODALIDAD DE 
GESTACIÓN SUBROGADA, NO ASÍ CUANDO SE TRATE DE LA MODALIDAD DE GESTACIÓN POR 
SUSTITUCIÓN. 
 
Hechos: Dos mujeres promovieron juicio de amparo indirecto en contra del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 6 del Código Civil para el Estado de Tabasco por considerar que vulnera el principio 
del interés superior de la infancia, así como el de igualdad y no discriminación, al otorgar el mismo 
tratamiento jurídico a dos situaciones distintas, ya que impone que el asentamiento de la persona 
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recién nacida sea mediante la adopción plena tanto cuando la mujer o persona gestante esté 
genéticamente vinculada con el producto de la fecundación (gestación subrogada), como cuando 
no lo esté (gestación por sustitución). 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala determina que, a partir de una lectura armónica e integral de los 
artículos 380 Bis 2 y 380 Bis 6, el asentamiento de la persona recién nacida deberá realizarse 
mediante la figura de la adopción plena aprobada por la autoridad judicial competente únicamente 
en el caso de la modalidad de gestación subrogada, esto es, cuando la mujer o persona gestante 
esté genéticamente vinculada con el producto de la fecundación. 
 
Justificación: De manera preliminar, conforme a los precedentes de esta Primera Sala, se toma en 
consideración el criterio según el cual la voluntad procreacional es un factor preponderante para la 
determinación de la filiación de una persona. Por otra parte, esta Primera Sala considera 
conveniente tener presente que las situaciones descritas por la parte quejosa tienen como punto 
de referencia –para efectos del tratamiento diferenciado– la existencia (o no) de un vínculo genético 
entre las partes contratantes y la persona nacida con motivo del contrato de gestación asistida. 
Asimismo, es preciso advertir que las situaciones descritas por las quejosas se encuentran 
clasificadas en la propia regulación como modalidades o formas del contrato de gestación en 
términos del artículo 380 Bis 2 del Código Civil para el Estado de Tabasco. De dicho precepto, es 
posible apreciar que la autoridad legislativa, contrario a lo planteado por la parte quejosa, sí otorgó 
un tratamiento diferenciado para cada una de las modalidades del contrato bajo análisis, pues 
expresamente dispuso que, en la modalidad de gestación subrogada (cuando la mujer o persona 
gestante aporta su óvulo) procede la adopción plena, mientras que en la modalidad de gestación 
sustituta (cuando la mujer o persona gestante no aporta su óvulo), al no haber vínculo genético con 
la persona gestada, la legislación no prevé la misma norma. Así, la legislación dispone que sólo 
cuando la gestante se encuentre genéticamente vinculada con el producto de la fecundación se 
torna pertinente la figura de adopción plena, pues sólo en tal escenario se hace necesario el 
desplazamiento de los derechos de filiación de la gestante a favor de la madre intencional, de 
conformidad con lo acordado en el respectivo contrato. Por tanto, a partir de una lectura integral 
del artículo 380 Bis 2 y del artículo 380 Bis 6, segundo párrafo, ambos del Código Civil para el Estado 
de Tabasco, es posible determinar que la regulación sí establece un tratamiento jurídico 
diferenciado para cada una de las modalidades contempladas, por lo que no se actualiza la 
vulneración al principio de igualdad y no discriminación en los términos reclamados. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 516/2018. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat por lo que se refiere al amparo concedido respecto a los 
artículos 380 Bis 5, fracción III, y 380 Bis 1 del Código Civil para el Estado de Tabasco. Mayoría de 
tres votos por la negativa del amparo respecto a los artículos 380 Bis 3, del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 5 y del segundo párrafo del artículo 380 Bis 6 del mismo código, de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto particular al considerar que el amparo no debía negarse respecto a estos 
artículos sino sobreseerse; y, toda vez que las consideraciones de la presente tesis derivan de éstos, 
la Ministra vota en contra y reserva su criterio sobre su constitucionalidad. Ausente: Ministra Norma 
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Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024844  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. XXII/2022 (11a.)  
 
GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL REQUISITO DE CORROBORAR QUE LA MUJER O 
PERSONA GESTANTE NO TIENE NINGÚN PADECIMIENTO QUE PONGA EN RIESGO EL BIENESTAR Y 
EL SANO DESARROLLO DEL FETO DURANTE EL PERIODO GESTACIONAL DEBE INTERPRETARSE 
CONFORME A LOS DERECHOS DE LAS MUJERES Y DE LAS INFANCIAS. 
 
Hechos: Dos mujeres promovieron juicio de amparo indirecto en contra del requisito previsto en el 
segundo párrafo del artículo 380 Bis 5 del Código Civil para el Estado de Tabasco, en el que se 
establece la necesidad de corroborar que la mujer o persona gestante no tienen ningún 
padecimiento que ponga en riesgo el bienestar y el sano desarrollo del feto durante el periodo 
gestacional, por considerar que vulnera los derechos de las mujeres al hacer prevalecer el bienestar 
del feto sobre la propia salud, vida e integridad de las mujeres o personas gestantes. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala determina que la obligación dirigida al personal de salud 
involucrado de corroborar que la mujer o persona gestante no posee ningún padecimiento que 
ponga en riesgo el bienestar y el sano desarrollo del feto durante el periodo gestacional es 
constitucionalmente válida, siempre que sea interpretada en el sentido de que la norma, prima 
facie, supone la necesidad de verificar que la mujer o persona gestante posee las condiciones de 
salud idóneas para llevar a cabo la labor reproductiva, de tal manera que se evite poner en riesgo 
su bienestar integral, así como también, en vía de consecuencia, el bienestar y sano desarrollo del 
feto. 
 
Justificación: Los derechos humanos de la gestante y aquellos que progresivamente vaya 
adquiriendo el producto de la fecundación deben ser interpretados a la luz de los principios de 
indivisibilidad e interdependencia consagrados en el artículo 1o. constitucional. Dichos principios 
hermenéuticos prohíben interpretar los derechos humanos como mutuamente excluyentes tanto 
en el plano jurídico, como en el plano material. De ahí que el ordenamiento jurídico prevea que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a garantizar ambos 
derechos de manera proporcional con el fin de lograr maximizar el respeto y protección adecuado 
para ambas partes. Por tanto, no existe posibilidad constitucionalmente válida de interpretar la 
norma en el sentido de que se deba dar prioridad a la salud del feto sobre la salud de la mujer o 
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persona gestante, pues de ser el caso, tal como lo sostiene la parte quejosa, esa interpretación 
implicaría colocar en un plano de jerarquía la protección de los derechos del producto de la 
fecundación sobre los derechos de las mujeres o personas gestantes, lo cual, a su vez, representaría 
una forma de violencia de género y, por ende, incidiría gravemente en el respeto y protección de 
sus derechos fundamentales. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 516/2018. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat por lo que se refiere al amparo concedido respecto a los 
artículos 380 Bis 5, fracción III, y 380 Bis 1 del Código Civil para el Estado de Tabasco. Mayoría de 
tres votos por la negativa del amparo respecto a los artículos 380 Bis 3, del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 5 y del segundo párrafo del artículo 380 Bis 6 del mismo código, de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto particular al considerar que el amparo no debía negarse respecto a estos 
artículos sino sobreseerse; y, toda vez que las consideraciones de la presente tesis derivan de éstos, 
la Ministra vota en contra y reserva su criterio sobre su constitucionalidad. Ausente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024843  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. XXI/2022 (11a.)  
 
GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL RANGO DE EDAD PERMITIDO PARA PARTICIPAR 
COMO GESTANTE, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 380 BIS 3 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE 
TABASCO, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD. 
 
Hechos: Dos mujeres promovieron juicio de amparo indirecto en contra del requisito previsto en el 
tercer párrafo del artículo 380 Bis 3 del Código Civil para el Estado de Tabasco, consistente en que 
la mujer o persona gestante acredite tener entre veinticinco y treinta y cinco años. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala determina que la imposición de un rango de edad para poder 
participar como gestante en una gestación subrogada o por sustitución supera el test de 
proporcionalidad por lo que resulta una medida constitucionalmente válida. 
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Justificación: La imposición de un rango de edad para poder participar como gestante en un contrato 
de gestación asistida efectivamente persigue una finalidad constitucional imperiosa como es la 
protección a la salud de las mujeres o personas con capacidad reproductiva, así como la protección 
a su derecho a una vida libre de violencia, en específico, violencia obstétrica. Además, la medida es 
idónea pues, si bien no se trata de un rango de edad idéntico al comúnmente clasificado por la 
medicina reproductiva como la etapa fértil de las mujeres, lo cierto es que sí forma una parte 
considerable del intervalo de edad catalogado como de menor riesgo, por lo que se estima que tiene 
una estrecha relación de instrumentalidad para garantizar de manera efectiva el estado de bienestar 
físico, mental y emocional de la mujer o persona gestante, lo cual intrínsecamente conlleva, a su 
vez, la prevención de la actualización de alguna forma de violencia obstétrica. Finalmente, esta 
Primera Sala no advierte la existencia de una medida alternativa menos lesiva para lograr dicho 
propósito constitucional y estima que es una medida proporcional respecto del mismo. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 516/2018. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat por lo que se refiere al amparo concedido respecto a los 
artículos 380 Bis 5, fracción III, y 380 Bis 1 del Código Civil para el Estado de Tabasco. Mayoría de 
tres votos por la negativa del amparo respecto a los artículos 380 Bis 3, del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 5 y del segundo párrafo del artículo 380 Bis 6 del mismo código, de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto particular al considerar que el amparo no debía negarse respecto a estos 
artículos sino sobreseerse; y, toda vez que las consideraciones de la presente tesis derivan de éstos, 
la Ministra vota en contra y reserva su criterio sobre su constitucionalidad. Ausente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024842  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 87/2022 (11a.)  
 
GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL PERFIL DE SALUD DE LA MADRE CONTRATANTE 
ES UNA CUESTIÓN QUE, AL SER MATERIA DE SALUBRIDAD GENERAL (EN PARTICULAR, DE 
PLANIFICACIÓN FAMILIAR), CORRESPONDE SER DETERMINADA POR LA AUTORIDAD FEDERAL. 
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Hechos: Dos mujeres que manifestaron ser personas homosexuales solteras promovieron juicio de 
amparo indirecto en contra del requisito consistente en que la madre contratante acredite que 
posee una imposibilidad física o médica para llevar a cabo la gestación en su útero, previsto en el 
artículo 380 Bis 1 y en la fracción III del artículo 380 Bis 5 del Código Civil para el Estado de Tabasco. 
 
Criterio jurídico: El perfil de salud de la madre contratante en una gestación subrogada o por 
sustitución es una cuestión que se encuentra comprendida dentro de la materia de salubridad 
general (y en particular de planificación familiar) por lo que, en todo caso, es a la autoridad federal 
a quien corresponde decidir sobre tales aspectos, de manera que es una medida que resulta inválida 
al exceder las facultades de la autoridad tabasqueña. 
 
Justificación: De conformidad con lo resuelto por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación al fallar la acción de inconstitucionalidad 16/2016, estableció que las condiciones de 
salud requeridas para quienes participen de cualquier técnica de reproducción humana asistida es 
materia de salubridad general, específicamente, de una política nacional de salud reproductiva y 
planificación familiar. En ese sentido, la medida impugnada resulta inválida, en virtud de que fue 
emitida por una autoridad que no cuenta con facultades para regular dichos aspectos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 516/2018. 8 de diciembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat por lo que se refiere al amparo concedido respecto a los 
artículos 380 Bis 5, fracción III, y 380 Bis 1 del Código Civil para el Estado de Tabasco. Mayoría de 
tres votos por la negativa del amparo respecto a los artículos 380 Bis 3, del segundo párrafo del 
artículo 380 Bis 5 y del segundo párrafo del artículo 380 Bis 6, del mismo código, de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien formuló voto particular al considerar que el amparo no debía negarse respecto a estos 
artículos sino sobreseerse; sin embargo, la Ministra comparte las consideraciones de esta tesis toda 
vez que derivan de lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 16/2016, que votó a favor en 
este aspecto. Ausente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 87/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de ocho de junio de dos mil veintidós.  
 
Nota: La acción de inconstitucionalidad 16/2016 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 8 de abril de 2022 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, Libro 12, Tomo I, abril de 2022, página 417, con número de 
registro digital: 30503. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024839  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 1a./J. 83/2022 (11a.)  
 
ENERGÍA ELÉCTRICA. LAS CONDICIONES DE LOS PERMISOS PARA GENERARLA EMITIDOS POR LA 
COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA (CRE) EN FAVOR DE LOS PARTICULARES, ESTÁN SUJETAS A 
MODIFICACIONES EN VIRTUD DE LAS REFORMAS LEGISLATIVAS. 
 
Hechos: Una empresa con permiso para la generación de energía eléctrica promovió juicio de 
amparo indirecto en contra del artículo 7, fracción III, de la Ley de Transición Energética, el cual 
impone la obligación a cargo de quienes producen electricidad con energías fósiles de sustituir 
gradualmente y en forma programada sus instalaciones de generación que excedan los límites 
establecidos en la normatividad de emisiones contaminantes. La empresa quejosa alegó que el 
artículo reclamado le imponía dicha obligación a pesar de que, antes de su expedición, se le otorgó 
un permiso para generar energía en el que no se preveía dicha carga. Desde su perspectiva, el 
artículo impugnado modifica un derecho previamente adquirido, lo que vulnera los principios de 
seguridad jurídica e irretroactividad de la ley. 
 
Criterio jurídico: Los permisos para generar energía eléctrica emitidos por la Comisión Reguladora 
de Energía (CRE), pueden modificarse con motivo de las reformas legislativas, sin que ello implique 
una violación a los principios de seguridad jurídica e irretroactividad de la ley. 
 
Justificación: Las resoluciones por las que se conceden permisos para generar energía eléctrica y los 
títulos que contienen sus respectivas condiciones, no otorgan el derecho a los particulares de 
mantenerse en las circunstancias dadas al momento en que se otorgó el permiso. Por el contrario, 
se les impone la obligación de cumplir con la normativa aplicable y vigente, asumiendo que el no 
hacerlo constituye causa de revocación del permiso. Los permisionarios no cuentan con derechos 
adquiridos, pues éstos no son creados a partir de los términos del acto administrativo en cuestión. 
Los permisos otorgados para generar energía eléctrica condicionan su eficacia al cumplimiento de 
las normas aplicables en la materia, las cuales, como cualquier ordenamiento legal, están sujetas a 
reformas y modificaciones, según lo requiera el interés público. Por ende, el hecho de que a través 
de la emisión de normas legales se modifiquen las condiciones consignadas en los referidos 
permisos, no implica que se afecten derechos adquiridos, pues tales condiciones están vinculadas 
al marco legal aplicable, lo que evidencia que no existe algún derecho a cargo de los permisionarios 
que sea oponible a las eventuales reformas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 414/2020. Quimi Kao, S.A. de C.V. 11 de agosto de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
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Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Juan 
Jaime González Varas. 
 
Tesis de jurisprudencia 83/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024831  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 85/2022 (11a.)  
 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. NO IMPLICA QUE DEBA 
EJERCERSE SIEMPRE, SIN CONSIDERAR PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE 
ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES INTENTADAS. 
 
Hechos: En un juicio ordinario civil se demandó, entre otras cuestiones, la nulidad de un contrato 
de prestación de servicios profesionales que involucró el acto traslativo de dominio de un bien 
inmueble, en tanto que el demandado reconvino la acción pro forma. El Juez de primera instancia 
desestimó ambas pretensiones. En contra de esa resolución, ambas partes interpusieron sendos 
recursos de apelación, y al resolverlos el Tribunal de Alzada modificó la sentencia recurrida. En 
contra de esa resolución, el demandado promovió juicio de amparo directo en el que formuló 
diversos conceptos de violación, entre ellos, el relativo a la inconstitucionalidad del artículo 2150 
del Código Civil para el Estado de Baja California, cuya resolución constituye la materia de estudio 
en el presente amparo directo en revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
Jueces y las Juezas, en el ámbito de su competencia, antes de proceder al control ex officio de 
constitucionalidad y convencionalidad, deben resolver cualquier problema relacionado con los 
presupuestos de procedencia o de admisibilidad de las acciones que las partes promueven. 
 
Justificación: La expresión "ex officio" que se predica del control judicial significa que los Jueces 
tienen la facultad de controlar las normas que van a aplicar de cara a la Constitución y a los tratados 
internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea Parte, por el simple 
hecho de ser Jueces o Juezas, pero no que necesariamente deban hacer ese control en tres pasos 
(interpretación conforme en sentido amplio, interpretación conforme en sentido estricto e 
inaplicación) en todos los casos, sino en aquellos en los que, de forma incidental, sea solicitado por 
las partes o adviertan que la norma amerita dicho control, sin hacer a un lado los presupuestos 
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formales y materiales de admisibilidad. Al respecto, la propia Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha señalado que: "No implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros 
presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones". 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 2283/2013. Roberto Esteban Chávez Salinas. 23 de marzo de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de 
algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos 
párrafos, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 85/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024830  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 84/2022 (11a.)  
 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. METODOLOGÍA PARA 
REALIZARLO. 
 
Hechos: En un juicio ordinario civil se demandó, entre otras cuestiones, la nulidad de un contrato 
de prestación de servicios profesionales que involucró el acto traslativo de dominio de un bien 
inmueble, en tanto que el demandado reconvino la acción pro forma. El Juez de primera instancia 
desestimó ambas pretensiones. En contra de esa resolución, ambas partes interpusieron sendos 
recursos de apelación, y al resolverlos el Tribunal de Alzada modificó la sentencia recurrida. En 
contra de esa resolución, el demandado promovió juicio de amparo directo en el que formuló 
diversos conceptos de violación, entre ellos, el relativo a la inconstitucionalidad del artículo 2150 
del Código Civil para el Estado de Baja California, cuya resolución constituye la materia de estudio 
en el presente amparo directo en revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las 
personas juzgadoras deben seguir la siguiente metodología para realizar control de 
constitucionalidad y convencionalidad ex officio de las normas que deben aplicar, la cual se 
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compone de los pasos que a continuación se explican: 1) Identificación. Identificar el derecho 
humano que considere podría verse vulnerado, en atención a las circunstancias fácticas del caso, 
mismas que se desprenden de la narración del titular del derecho o del caudal probatorio que obre 
en el expediente; 2) Fuente del derecho humano. Determinar la fuente de ese derecho humano, es 
decir, si éste se encuentra reconocido en sede constitucional y/o convencional y fijar su contenido 
esencial, es decir, explicar en qué consiste, a la luz tanto de su fuente primigenia como de la 
jurisprudencia desarrollada por el tribunal encargado de la interpretación final de la fuente; 3) 
Estudio de constitucionalidad y convencionalidad. Análisis de la norma sospechosa de 
inconstitucionalidad e inconvencionalidad a la luz del contenido esencial del derecho humano y 
determinar si éste es contravenido; y, 4) Determinación. Decisión sobre la constitucionalidad y/o 
convencionalidad de la norma, es decir, determinar si la norma es constitucional o inconstitucional, 
o bien, convencional o inconvencional; la forma en cómo debe interpretarse y, en su caso, si ésta 
debe inaplicarse para el caso concreto. 
 
Justificación: El anterior criterio parte de la obligación que tienen todas las personas juzgadoras (aun 
cuando no sean Jueces de control de constitucionalidad y no haya una petición expresa para realizar 
este tipo de control) de realizar control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio de las 
normas que deben aplicar (en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos), a fin de garantizar los derechos humanos tanto de fuente constitucional como 
convencional y a efecto de que lo realicen en los términos que ha dispuesto el Pleno de este Máximo 
Tribunal; dando con esta metodología una operatividad práctica a esta obligación constitucional. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 2283/2013. Roberto Esteban Chávez Salinas. 23 de marzo de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de 
algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos 
párrafos, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 84/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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	PERSONAS SOLICITANTES DE LA CONDICIÓN DE REFUGIADO. DE LA INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 59 DE LA LEY DE MIGRACIÓN DERIVA QUE CUENTAN CON EL ACCESO EFECTIVO A LA CLAVE ÚNICA DE REGISTRO DE POBLACIÓN (CURP) MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO PREVISTO PARA...
	PERSONAS MIGRANTES. EN EL DISEÑO Y LA EJECUCIÓN DE LAS POLÍTICAS MIGRATORIAS SE DEBEN OBSERVAR EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, ASÍ COMO LA PROTECCIÓN, RESPETO Y GARANTÍA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES.
	MIGRACIÓN O MOVILIDAD INTERNACIONAL. ES UN FACTOR PROPIO DE VULNERABILIDAD POR EL CUAL SE PUEDE PADECER DISCRIMINACIÓN SISTÉMICA Y DESIGUALDAD, QUE REQUIERE DE LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS TRANSFORMATIVAS PARA SER REMEDIADA.
	DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE TRATA DE PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD. SOLAMENTE GENERA LA IMPROCEDENCIA DE UN JUICIO DE AMPARO POSTERIOR, POR CONSENTIMIENTO DEL ACTO RECLAMADO, SI AL DESISTIRSE DEL PRIMERO NO RESERVARON SU DERECHO DE...
	DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. EL TÉRMINO DE COMPARACIÓN CUANDO SE IMPUGNEN CATEGORÍAS LEGALES QUE IMPLICAN DISTINCIONES, REQUIERE NO SÓLO HACER PATENTES LAS DIFERENCIAS FORMALES PREVISTAS EN LA CATEGORIZACIÓN LEGAL, SI...
	DERECHO A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU FINALIDAD CONSISTE EN QUE SE DEJE SIN DAÑO A LA PERSONA QUE LO SUFRIÓ, POR LO QUE ES CONSTITUCIONAL QUE SI ALGUIEN LESIONA EL DERECHO A LA LIBERTAD REPRODUCTIVA DE UNA PERSONA, SE LE CONDENE A QUE RESTITUYA LA SITU...
	DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. DEBE EJERCERSE DE MANERA DIRECTA ANTE EL JUZGADOR, POR LO QUE NO PUEDE CONSIDERARSE SATISFECHO CUANDO OCURRA DE FORMA INDIRECTA.
	DERECHO A BUSCAR Y RECIBIR ASILO. LA CONDICIÓN DE REFUGIADO ES DECLARATIVA Y NO CONSTITUTIVA Y, POR LO TANTO, LAS PERSONAS SOLICITANTES DE REFUGIO REQUIEREN PROTECCIÓN REFORZADA, INCLUSO ANTES DE QUE EL ESTADO LES RECONOZCA SU ESTATUTO.
	ABORTO EN CASO DE VIOLACIÓN. EL ARTÍCULO 181 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE CHIAPAS, AL PREVER QUE NO ES PUNIBLE CUANDO SE VERIFIQUE DENTRO DE LOS NOVENTA DÍAS A PARTIR DE LA CONCEPCIÓN, ES VIOLATORIO DE LA DIGNIDAD HUMANA Y DEL DERECHO AL LIBRE D...
	GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. PAUTAS MÍNIMAS DE ACTUACIÓN DIRIGIDAS A LAS AUTORIDADES ENCARGADAS DE SUPERVISAR LA VALIDEZ DE UN CONTRATO DE ESTA NATURALEZA.
	GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. LA IMPOSICIÓN DE UN RANGO DE EDAD PARA SER MADRE CONTRATANTE ES DISCRIMINATORIA Y VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA AUTODETERMINACIÓN REPRODUCTIVA.
	GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL ASENTAMIENTO DE UNA PERSONA RECIÉN NACIDA SÓLO SE HARÁ MEDIANTE ADOPCIÓN PLENA CUANDO SE TRATE DE LA MODALIDAD DE GESTACIÓN SUBROGADA, NO ASÍ CUANDO SE TRATE DE LA MODALIDAD DE GESTACIÓN POR SUSTITUCIÓN.
	GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL REQUISITO DE CORROBORAR QUE LA MUJER O PERSONA GESTANTE NO TIENE NINGÚN PADECIMIENTO QUE PONGA EN RIESGO EL BIENESTAR Y EL SANO DESARROLLO DEL FETO DURANTE EL PERIODO GESTACIONAL DEBE INTERPRETARSE CONFORME A ...
	GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL RANGO DE EDAD PERMITIDO PARA PARTICIPAR COMO GESTANTE, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 380 BIS 3 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE TABASCO, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD.
	GESTACIÓN SUBROGADA O POR SUSTITUCIÓN. EL PERFIL DE SALUD DE LA MADRE CONTRATANTE ES UNA CUESTIÓN QUE, AL SER MATERIA DE SALUBRIDAD GENERAL (EN PARTICULAR, DE PLANIFICACIÓN FAMILIAR), CORRESPONDE SER DETERMINADA POR LA AUTORIDAD FEDERAL.
	ENERGÍA ELÉCTRICA. LAS CONDICIONES DE LOS PERMISOS PARA GENERARLA EMITIDOS POR LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA (CRE) EN FAVOR DE LOS PARTICULARES, ESTÁN SUJETAS A MODIFICACIONES EN VIRTUD DE LAS REFORMAS LEGISLATIVAS.
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